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			Resumen

			El derecho a la vivienda es uno de esos derechos que en las últimas décadas han demostrado su esencialidad en el Estado social y democrático de derecho. A pesar de su relevancia política, social y económica y de su reconocimiento multinivel (internacional más las múltiples normas autonómicas sobre vivienda y, hoy, estatal, con la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el Derecho a la Vivienda), no hay correspondencia con una política de realización efectiva de este derecho, consagrado en nuestra Constitución en el artículo 47. Sobre la primera ley estatal por el derecho a la vivienda se plantean múltiples temas, siendo la cuestión competencial un asunto de sumo interés. En el presente trabajo, partiendo del reconocimiento de la competencia exclusiva de las comunidades autónomas en materia de vivienda, se estudia la incidencia que tienen ciertos títulos competenciales transversales del Estado sobre aquella, y su reflejo en el referido texto legal a la luz de la jurisprudencia constitucional recaída sobre la distribución competencial en materia de vivienda. Asimismo, especial atención merece el desplazamiento del uso de vivienda a otros mercados alternativos, como es la vivienda turística, que, aunque no trata la ley de vivienda de 2023, está íntimamente ligada a toda esta problemática que suscita la regulación estatal.
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			SPANISH STATE POWERS IMPACTING HOUSING IN SPAIN’S LAW 12/2023, OF 24 MAY, ON THE RIGHT TO HOUSING, IN THE LIGHT OF CONSTITUTIONAL JURISPRUDENCE

			Abstract

			The right to housing is one of those rights that has proven key to any social and democratic state governed by the rule of law. Despite its political social and economic importance and its multi-level recognition (international, plus the many autonomous community-level regulations, and, now, Spanish statewide ones, with Law 12/2023, of 24 May, on the right to housing), there is no relationship with an effective policy of enforcing this right, enshrined in Article 47 of the Spanish Constitution. A number of issues have arisen with regard to this first Spanish statewide law on the right to housing, with the question of powers on the matter being of enormous interest. This work, based on the recognition of autonomous communities holding exclusive powers over housing in Spain, studies the impact of certain cross-cutting powers for the Spanish State in said field, and how they are reflected in the aforementioned legal text in the light of constitutional jurisprudence on the distribution of powers over housing. Additionally, special attention should be paid to the shift in the use of housing to alternative markets, such as tourist accommodation, which, even if not dealt with in the 2023 Law on housing, is closely linked to all of these issues raised by this Spanish statewide legislation. 

			Keywords: right to housing; exclusive powers of autonomous communities; cross-cutting Spanish State powers; housing used as tourist accommodation.

			*  Este trabajo se ha realizado en el marco del proyecto “Public private collaboration as a key element to enforce Catalan housing policies”, financiado por el Institut d’Estudis de l’Autogovern (PRE150/22/000015), y del proyecto “Soluciones a los problemas de vivienda a través del urbanismo” (PID2021-123838OB-C21) del Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades.

			** Belén Noguera de la Muela, catedrática de Derecho Administrativo de la Universidad de Barcelona. bnoguera@ub.edu.

			*** Berta Bastús Ruiz, doctora en Derecho Administrativo y técnico superior AFIN/2024/56 adscrita al Departamento de Derecho Administrativo, Derecho Procesal y Derecho Financiero y Tributario de la Facultad de Derecho de la Universidad de Barcelona. b.bastus@ub.edu.

			Artículo recibido: 03.05.2024. Evaluaciones: 08.05.2024 y 13.05.2024. Aceptación de la versión final: 19.09.2024.

			Citación recomendada: Noguera de la Muela, Belén, y Bastús Ruiz, Berta. (2024). Las competencias estatales con incidencia en vivienda en la Ley estatal 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda a la luz de la jurisprudencia constitucional. Revista Catalana de Dret Públic, 69, 140-167. https://doi.org/10.58992/rcdp.i69.2024.4277 

		
			Sumario

			1 Introducción

			2 Configuración del derecho a la vivienda en el sistema español

			3 Distribución competencial en materia de vivienda. Análisis de la jurisprudencia constitucional

			3.1 Competencias estatales que inciden en vivienda

			3.1.1 Alcance de las bases de la planificación general de la actividad económica en relación con la vivienda (art. 149.1.13)

			3.1.2 Legislación procesal, sin perjuicio de las necesarias especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho sustantivo de las comunidades autónomas (art. 149.1.6)

			3.1.3 Legislación civil (art. 149.1.8)

			3.1.4 Regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los ciudadanos en el ejercicio del derecho a una vivienda digna y adecuada (art. 149.1.1 en relación con el art. 47 CE)

			4 Breve excursus sobre las viviendas de uso turístico

			4.1 Sobre la competencia autonómica en materia de promoción y ordenación del turismo. La incidencia del Estado

			4.2 Sobre la regulación sectorial en materia de viviendas de uso turístico. En especial, el caso de Cataluña

			5 A modo de conclusión

			6 Referencias

		

			1 Introducción

			Hay una serie de derechos que, en las últimas décadas, han demostrado su esencialidad en el Estado social y democrático de derecho, como son el derecho a la vivienda, el derecho a la salud y el derecho al medioambiente. 

			La vivienda es un bien básico e imprescindible para desarrollar la vida con la dignidad exigible a todo ser humano, y constituye el pilar central del bienestar social en cuanto lugar de desarrollo de la vida privada y familiar. Resulta, por tanto, que el derecho a la vivienda –cuyo reconocimiento se encuentra consagrado en nuestra Constitución (CE) entre los principios rectores de la política social y económica (art. 47)– está vinculado al derecho fundamental a la intimidad personal y familiar y al domicilio (art. 18 CE), y relacionado también con la dignidad de la persona y el libre desarrollo de su personalidad, que, tal como dispone el artículo 10.1 de la CE son el fundamento del orden político y la paz social (Bastús Ruiz, 2023, pp. 21-29).

			Sin embargo, a pesar de la relevancia social del derecho a la vivienda y de su reconocimiento internacional en la Declaración Universal de los Derechos Humanos (art. 25), en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (art. 11), en la Carta Social Europea y en la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (art. 34), entre otros, así como también el que existe en nuestro ordenamiento jurídico interno (múltiples normas autonómicas sobre vivienda y, además, la vigente norma estatal , Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el Derecho a la Vivienda1 [LDV]), se evidencia que este peso normativo no se corresponde con una política de realización efectiva de este derecho.

			Efectivamente, los poderes públicos han llevado a cabo, en estos últimos quince años, una política de vivienda errática, caracterizada tanto por la aprobación de medidas poco efectivas como por la falta de inversión pública en la materia, lo que se traduce en contar con uno de los parques públicos de vivienda más pobres de toda la Unión Europea. A ello debe sumarse una amplia regulación multinivel de toda esta materia, que no ofrece seguridad jurídica ninguna y que muestra una compleja dispersión normativa que la promulgación de la LDV no ha venido a solucionar (Argelich Comelles, 2023, p. 38). 

			De hecho, la LDV produce un impacto en la distribución de competencias establecida en la CE en materia de vivienda, que pueden asumir las comunidades autónomas (CC. AA.) en sus respectivos estatutos (art. 148.1.3), porque el legislador estatal fundamenta su competencia principalmente en los artículos 149.1.1 y 149.1.13 de la CE, y encomienda, asimismo, la ejecutoriedad de la referida norma al poder ejecutivo autonómico, que, en algunos casos, ya ha adelantado su inaplicación por tratarse de legislación potestativa (así, Andalucía, Madrid, Murcia, Castilla y León, y Galicia). 

			En suma, una norma con clara vocación jurídico-pública que dispone su obligatoriedad sin coercibilidad civil o administrativa frente a su incumplimiento, y que ha sido recurrida ante el Tribunal Constitucional (TC) por la Xunta de Galicia, el Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, el de las Islas Baleares, el de la Comunidad de Madrid, el del Gobierno Vasco, el del Gobierno de la Generalitat de Cataluña, el del Parlamento de Cataluña, y 50 diputados del Grupo Parlamentario Popular. 

			Por el momento, el TC ha resuelto únicamente el recurso de inconstitucionalidad presentado por el Gobierno de Andalucía mediante la STC 79/2024, de 21 de mayo.2 En la misma, el tribunal declara la inconstitucionalidad del artículo 16 relativo al régimen de vivienda protegida y, por extensión, la disposición transitoria primera; el artículo 19.3, segundo inciso, que establece la información que deben suministrar los grandes tenedores por considerar excesiva la regulación de la información mínima; y, por último, el apartado 1, párrafo 3, y el apartado 3 del artículo 27, que regulan el concepto, la finalidad y la financiación de los parques públicos de vivienda, por incurrir en un exceso en la determinación de la composición de los parques públicos de vivienda. En consecuencia, en este primer pronunciamiento sobre la LDV, el TC declara constitucionales la mayoría de los artículos impugnados por parte del Gobierno andaluz y da luz verde a la regulación estatal sobre el derecho a la vivienda. Habrá que esperar al resto de las sentencias que dicte el TC al resolver el resto de los recursos pendientes.

			Veamos, pues, en las páginas que siguen, cómo inciden sobre la competencia exclusiva de las CC. AA. en materia de vivienda ciertos títulos competenciales transversales del Estado, que han legitimado la promulgación de la LDV, a la vista de la jurisprudencia constitucional recaída sobre ella. 

			2 Configuración del derecho a la vivienda en el sistema español

			Efectivamente, el “derecho a [...] una vivienda digna y adecuada” que proclama el artículo 47 de la CE, también los artículos 26 y 47 del Estatuto de Autonomía de Cataluña, y el artículo 25 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, está íntimamente vinculado a la cláusula del Estado social (Jaria i Manzano, 2011, p. 58; Zamorano Wisnes, 2022, pp. 47-56). La vivienda desempeña un papel central en nuestro día a día, pues afecta a nuestra calidad de vida y a nuestra salud, así como a nuestra capacidad para ejercer derechos básicos. Y se presenta, además, como una necesidad material básica, por lo que resulta un factor clave para la cohesión social. De ahí que el derecho de acceso a la vivienda tenga un carácter poliédrico, incida en el ámbito jurídico, el social y el económico (Zamorano Wisnes, 2022, pp. 63-64; Bastús Ruiz, 2023, p. 25), y su estudio pueda abordarse desde diferentes vertientes que, a su vez, atraen diversas competencias del Estado y de las CC. AA. Así, como derecho subjetivo, como propiedad privada que tiene una utilidad individual y cumple también una función social, y como elemento de producción y, en consecuencia, importante sector de la economía.

			Si bien, aun vinculado íntimamente al Estado social, venimos asistiendo en los últimos años a una etapa de crisis del Estado social, del Estado del bienestar, en la que se han producido importantes cambios en las estructuras políticas, económicas y sociales, también motivadas por la globalización y la aparición de nuevos agentes en las esferas de decisión jurídico-política (Quintià Pastrana, 2022, pp. 25-26; Esteve Pardo, 2009, p. 25), en España, por lo que se refiere al derecho a la vivienda, presenta características propias.

			A este respecto, se inscribe en una trayectoria de desatención, que ha propiciado una mayor intervención de las CC. AA., que han aprobado numerosas leyes en materia de vivienda, paquete legislativo que se inauguró con la primigenia Ley 24/1991, de 29 de noviembre, de la Vivienda3 de Cataluña (hoy derogada), y, de este modo, se ha configurado una amplia y rica tipología de leyes autonómicas sobre esta materia,4 que van desde las que establecen una regulación completa del régimen jurídico de la vivienda, ya sea vivienda libre o protegida, hasta las que se limitan a regular solo esta última, pasando por otras que se centran en el derecho constitucional a la vivienda.

			En todo caso, se ha producido por parte de los legisladores autonómicos un ensanchamiento de la intervención pública, que ha alcanzado a las relaciones jurídico-privadas, ha llevado a la imposición de obligaciones a privados en interés de la tutela de los grupos sociales vulnerables, pero también ha favorecido, de otra parte, el estímulo de la colaboración público-privada para la promoción de vivienda asequible.

			En suma, desarrollos legislativos en el plano autonómico que han buscado la efectividad jurídica del derecho constitucional a una vivienda digna y adecuada, en concordancia, de una parte, con una doctrina que considera el derecho a la vivienda del artículo 47 de la CE como un derecho constitucional del que se desprenden derechos subjetivos (López Ramón, 2014, p. 56; Ponce Solé, 2017, p. 69; Canals Ametller, 2020, p. 99; Díez-Picazo, 2003), y, de otra, con la reciente doctrina internacional de derechos fundamentales en conexión con la vivienda (Quintià Pastrana, 2022, p. 41).

			Esta concepción más abierta del derecho a la vivienda en la doctrina y la jurisprudencia internacionales, que se ha reflejado también entre la doctrina española, muestra un amplio tratamiento del artículo 47 de la CE como un derecho constitucional, al referirse a la existencia de un mandato constitucional a los poderes públicos que se vincula, en ocasiones, a los desarrollos del derecho internacional de los derechos humanos; y, también, al reconocerse la existencia de un derecho subjetivo que puede articularse en vía legislativa, o incluso al identificarse el propio título constitucional como un derecho subjetivo. De otra parte, cabe asimismo señalar que el sector doctrinal que interpreta el artículo 47 a la luz de los “principios rectores de la política social y económica” (Capítulo tercero, del Título I de la CE), no niega el valor jurídico del derecho, pero sí reconoce un amplio margen de discrecionalidad para cumplir con el mandato del artículo 47 de la CE.

			En todo caso, las categorías de los derechos constitucionales no pueden desligarse de la literalidad de la CE. Así, el artículo 53.3 de la CE solo descarta el reconocimiento como derechos subjetivos a los principios establecidos en el capítulo III, del título I del texto constitucional, pero ello no afecta a los derechos recogidos dentro de ese mismo capítulo, como el derecho a la salud (art. 43), el derecho a la cultura (art. 44), el derecho al medioambiente (art. 45) y el derecho a la vivienda (art. 47). En ese capítulo III del título I no se contienen solo principios. Y, de la misma manera que excluimos de las garantías constitucionales de los derechos fundamentales los principios incluidos entre los derechos, habrá que excluir de las limitaciones constitucionales de los principios económico-sociales los derechos recogidos entre dichos principios señalados más arriba. 

			Por tanto, el artículo 53.3 de la CE únicamente se está refiriendo a los “principios reconocidos en el Capítulo tercero” (que “informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser alegados ante la jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen”) sin hacer alusión a los derechos reconocidos en el mismo capítulo. 

			En suma, hoy, la idea de que el derecho a la vivienda constituye un mero principio rector parece, en buena parte, abandonada, Y ya se lo catalogue como derecho subjetivo con características matizadas (Ponce Solé, 2017; López Ramón, 2014) o como un derecho constitucional de configuración legal, cuya exigibilidad depende de la intervención del legislador (Vaquer Caballería, 2011; Souviron Morenilla, 2018; Canals Ametller, 2020), en el fondo late, en nuestra opinión, un mandato constitucional vinculante. Pese a ser su contenido constitucional indeterminado y necesitar de la configuración legal, cuenta, en todo caso, con un contenido mínimo indisponible, que opera como parámetro de control constitucional y límite respecto a otros derechos constitucionales. Así, el contenido ineludible del artículo 47 de la CE es la protección más inmediata del principio de dignidad de la persona (Quintià Pastrana, 2022, p. 37).

			En línea con la afirmación de la existencia de un contenido constitucional mínimo, se puede sostener la tesis de la “fundamentalización” (Martínez Alarcón, 2023, p. 90) de determinados derechos sociales de prestación, entre ellos, el derecho a la vivienda, que implicaría el compromiso de satisfacer aquellas prestaciones necesarias para atender a su contenido esencial, esto es, cumplir con unos umbrales mínimos de satisfacción.

			A estos efectos, la “fundamentalización del derecho a la vivienda” (Martínez Alarcón, 2023, p. 118) se articula a través de la aplicación al mismo de la garantía del contenido esencial, tratándose, además, de extender la protección del amparo ordinario y constitucional al derecho a la vivienda fundamentalizado (López Garrido, 2023, p. 24; Martínez Alarcón, 2023, p. 118).

			Así, por tanto, como podremos apreciar más adelante al analizar la jurisprudencia del TC recaída en esta materia, los cambios en la concepción del derecho constitucional a la vivienda se han dejado sentir en aquella. Asimismo, partiendo de la premisa de que tanto la CE como los estatutos de autonomía5 contienen un derecho a la vivienda, conviene resaltar que, tanto en la legislación estatal –unas veces de forma rotunda (Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana6 [art. 1] y la LDV [arts. 7-11]) y otras de forma implícita (por ejemplo, en el Real Decreto Ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente al COVID-19,7 que recogió una moratoria en el pago de los alquileres durante el tiempo que durara esta situación excepcional)– como en la legislación autonómica sobre vivienda, se proclama un derecho a la vivienda que, en ocasiones, se confronta al derecho de propiedad privada de los propietarios.

			3 Distribución competencial en materia de vivienda. Análisis de la jurisprudencia constitucional

			Un asunto constitucional del máximo interés lo constituye la cuestión competencial. Como es conocido, la vivienda es una materia de competencia autonómica. La CE, en su artículo 148.1.3, posibilita a todos los estatutos de autonomía la asunción de responsabilidades exclusivas en esta materia y, en este sentido, así ha tenido lugar.8 En concordancia con ello, así lo viene a recoger la LDV en su disposición final séptima, apartado 4.b (se refiere al art. 148.1.3), donde menciona, también en este precepto, los diferentes títulos competenciales estatales que legitiman tal ley, que no coinciden plenamente con los que aparecen en su exposición de motivos, donde cita la legislación mercantil (art. 149.1.6), las bases de ordenación del crédito y la banca (art. 149.1.11), la protección básica del medioambiente (art. 149.1.23) y las bases del régimen minero y energético (art. 149.1.25), y no los artículos 149.1.1, 149.1.8 y 149.1.13, que sí aparecen en la mencionada disposición, junto a los artículos 149.1.6 y 149.1.14.

			Por tanto, como hemos señalado, las CC. AA. han aprobado numerosas leyes sobre vivienda, a las cuales se han añadido los correspondientes reglamentos de desarrollo más los planes autonómicos en esta materia, si bien esta competencia exclusivamente autonómica debe cohonestarse con otros títulos competenciales del Estado, que carece de competencia en vivienda, pero la ostenta en otras materias que inciden en el ámbito vivienda, condicionando las políticas autonómicas sobre ella. En otras palabras, la competencia autonómica sobre vivienda no puede impedir el desarrollo de las competencias del Estado en otras materias (SSTC 93/2015, de 14 de mayo, FJ 18; 16/2018, de 22 de febrero, FJ 13; 32/2018, de 12 de abril, FJ 5; 43/2018, de 26 de abril, FJ 4; 80/2018, de 5 de julio, FJ 3; 97/2018, de 19 de septiembre, FJ 5, y 106/2018, de 4 de octubre, FJ 2.c)9 (Iglesias González, 2022, pp. 40-42; Bastús Ruiz, 2023, pp. 65-69; Velasco Caballero, 2023, pp. 62-67).

			En este sentido, las competencias autonómicas exclusivas de las CC. AA. en vivienda se han plasmado en los distintos estatutos de autonomía: alguno se limita a enunciar la competencia exclusiva en “vivienda” (Estatuto de Autonomía del País Vasco), y otros se refieren a tal competencia y le añaden una serie de ámbitos materiales y/o elementos funcionales (estatutos de autonomía de Cataluña, Aragón, Andalucía y Canarias).

			Así, a título de ejemplo, el artículo 137 del Estatuto de Autonomía de Cataluña10 establece:

			1. Corresponde a la Generalitat la competencia exclusiva en materia de vivienda, que incluye en todo caso:

			a) La planificación, la ordenación, la gestión, la inspección y el control de la vivienda de acuerdo con las necesidades sociales y de equilibrio territorial.

			b) El establecimiento de prioridades y objetivos de la actividad de fomento de las Administraciones públicas de Cataluña en materia de vivienda y la adopción de las medidas necesarias para su alcance, tanto en relación al sector público como al privado.

			c) La promoción pública de viviendas.

			d) La regulación administrativa del comercio referido a viviendas y el establecimiento de medidas de protección y disciplinarias en este ámbito.

			e) Las normas técnicas, la inspección y el control sobre la calidad de la construcción.

			f) Las normas sobre la habitabilidad de las viviendas.

			g) La innovación tecnológica y la sostenibilidad aplicable a las viviendas.

			h) La normativa sobre conservación y mantenimiento de las viviendas y su aplicación.

			2. Corresponde a la Generalitat la competencia sobre las condiciones de los edificios para la instalación de infraestructuras comunes de telecomunicaciones, radiodifusión, telefonía básica y otros servicios por cable respetando la legislación del Estado en materia de telecomunicaciones.

			En relación con esta técnica seguida en ocasiones por el Estatuto catalán, el TC afirma:

			Dicha expresión [“en todo caso”] ha de entenderse en sentido meramente descriptivo o indicativo de que dichas submaterias forman parte del contenido de la realidad material de que se trate, pero sin que las competencias del Estado, tanto si son concurrentes como si son compartidas con las de la Comunidad Autónoma, resulten impedidas o limitadas en su ejercicio por esa atribución estatutaria. (STC 31/2010, de 28 de junio, FJ 64)11

			Luego estas submaterias no constituyen numerus clausus; de modo que, aunque alguna submateria no estuviese relacionada, no comporta que no forme parte de la competencia, máxime a la vista de la letra del precepto donde dice: “en todo caso”. Por tanto, la relación de submaterias no puede impedir el ejercicio por el Estado de sus propias competencias ni excluye submaterias que no estén relacionadas (Zamorano Wisnes, 2022, p. 66).

			Así, el Estado puede llevar a cabo actuaciones que favorezcan directamente el acceso de todos los ciudadanos a una vivienda digna y adecuada, apoyándose en alguno de los títulos competenciales enunciados en el artículo 149.1 de la CE, incidiendo, de este modo, como hemos dicho, en las políticas de las CC. AA. sobre vivienda, pero no puede hacerlo vaciando de contenido esta. Algunos de tales títulos competenciales estatales amparan la LDV de 2023 (arts. 149.1.1, 149.1.13, 149.1.8, 149.1.6 y 149.1.14), lo que da lugar a distintas texturas normativas de los preceptos de aquella en función del carácter de tales títulos competenciales: unos, que comportan un ámbito preciso y pleno para la regulación estatal, y otros, que tienen un carácter básico y parcial, que inciden de forma muy limitada en las competencias autonómicas exclusivas sobre vivienda,12 lo que se traduce en diferentes grados de intensidad regulatoria, así como también en una eficacia diferenciada. Veamos cada una de estas competencias estatales sobre las que el TC se ha pronunciado. 

			3.1 Competencias estatales que inciden en vivienda

			Cabe destacar cómo se ha ido conformando una jurisprudencia constitucional sobre el alcance de las distintas competencias del Estado para incidir en la materia de vivienda, de exclusiva competencia autonómica, que ha permitido al TC delimitar las funciones correspondientes a ambas instancias territoriales (Estado-CC. AA.) en este ámbito, que, desde sus primeros pronunciamientos, ha resultado pendular. Así, se distingue. 

			3.1.1 Alcance de las bases de la planificación general de la actividad económica en relación con la vivienda (art. 149.1.13)

			Un primer grupo de sentencias, encabezado por la STC 152/1988, de 20 de julio,13 reconoce al Estado una competencia acotada para la financiación de viviendas de protección pública, apoyada en el artículo 149.1.13 de la CE sobre “bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica”. Y la interpretación que de este título competencial ha hecho el TC, le lleva a afirmar que: 

			En efecto, tanto el art. 149 de la Constitución como los Estatutos de Autonomía dejan a salvo las facultades de dirección general de la economía y, por tanto, de cada uno de los sectores productivos, que han de quedar en poder de los órganos centrales del Estado. En consecuencia, dentro de la competencia de dirección de la actividad económica general tienen cobijo también las normas estatales que fijen las líneas directrices y los criterios globales de ordenación de sectores económicos concretos, así como las previsiones de acciones o medidas singulares que sean necesarias para alcanzar los fines propuestos dentro de la ordenación de cada sector. 

			Este razonamiento es también aplicable al sector de la vivienda, y en particular, dentro del mismo, a la actividad promocional, dada su muy estrecha relación con la política económica general. (STC 152/1988, de 20 de julio, FJ 1) 

			En iguales términos se pronuncian las SSTC 36/2012, de 15 de marzo; 112/2013, de 9 de mayo; 143/2017, de 14 de diciembre, y 102/2018, de 4 de octubre).14

			Además, las SSTC 186/1988, de 17 de octubre; 133/1997, de 16 de julio; 21/1999, de 25 de febrero, y 34/2013, de 14 de febrero,15 estiman que, en base al artículo 149.1.13, el Estado: 

			puede aprobar normas de naturaleza económica sobre diversos sectores en los que las Comunidades Autónomas hayan asumido competencias a condición de que el referido título competencial no alcance a incluir cualquier acción de naturaleza económica, si no posee una incidencia directa y significativa sobre la actividad económica general, y a reserva de que el uso que haga el Estado de esta atribución transversal no agote el título competencial más específico que incumbe a la Comunidad Autónoma.

			Siguiendo con el artículo 149.1.13 y su vis expansiva, plasmada en la STC 152/1988, de 20 de julio, se concreta en ella que el mencionado título autoriza el Estado a dictar disposiciones que regulen instrumentos para la financiación de actuaciones protegibles en materia de vivienda. En relación con dichos instrumentos, destacan cuatro aspectos inherentes a la finalidad de promoción que persiguen, amparados en el artículo 149.1.13 de la CE: 

			En primer lugar, la definición misma de las actuaciones protegibles, que constituye el núcleo de las medidas consideradas. En segundo término, la forma de protección, en este caso la regulación esencial de las fórmulas de financiación adoptadas –créditos cualificados, subsidiación de préstamos y subvenciones–, sin la cual el fomento de aquellas actuaciones carece de eficacia, así como la finalidad específica de las mismas. A continuación, y como parte de esa regulación esencial, el nivel de protección que se intenta alcanzar u ofrecer en cada caso. Por último, la aportación misma de recursos estatales que permitan realizar las correspondientes actuaciones, en cuanto que garantía de la política económica general, relativa al sector de la vivienda. (STC 152/1988, de 20 de julio, FJ 4)16

			Así lo reitera de nuevo la STC 79/2024, de 21 de mayo,17 en su FJ 3, y reconoce que el artículo 149.1.13 “ha sido [...] un título competencial de invocación constante en el control de la legislación autonómica sobre vivienda, dado que ‘es un subsector importante de la economía’”. 

			En concordancia con esta doctrina, se pone de relieve la dificultad para las CC. AA. de elaborar disposiciones que establezcan su política en materia de vivienda, de su competencia exclusiva. Al respecto es, por ejemplo, ajena a la competencia autonómica, la decisión de optar por un incremento en la construcción de viviendas públicas o privadas, ya que es el Estado quien en los planes de vivienda determinará la asignación de recursos a unas o a otras.

			Ahora bien, en la STC 13/1992, de 6 de febrero,18 esta postura del tribunal se matiza en los supuestos de materias en que las CC. AA. tengan competencias exclusivas y el Estado ostente un título de intervención genérico, como es el del artículo 149.1.13: 

			En estos supuestos el Estado puede consignar subvenciones de fomento en sus Presupuestos Generales, especificando su destino y regulando sus condiciones esenciales de otorgamiento hasta donde lo permita su competencia genérica, básica o de coordinación, pero siempre que deje un margen a las Comunidades Autónomas para concretar con mayor detalle la afectación o destino, o, al menos, para desarrollar y complementar la regulación de las condiciones de otorgamiento de las ayudas y su tramitación. Además, la gestión de estos fondos corresponde a las Comunidades Autónomas de manera, por regla general, que no pueden consignarse en favor de un órgano de la Administración del Estado u organismo intermediario de ésta. Se trata de partidas que deben territorializarse en los propios Presupuestos Generales del Estado si ello es posible o en un momento inmediatamente posterior, mediante normas que fijen criterios objetivos de reparto o mediante convenios de colaboración ajustados a los principios constitucionales y al orden de distribución de competencias.

			Con posterioridad, en una etapa en que la jurisprudencia constitucional sobre vivienda se ha centrado en la normativa autonómica específica sobre esta materia, superándose el enfoque subvencional en las SSTC 93/2015, de 14 de mayo, sobre el Decreto Ley 6/2013, de 9 de abril, de medidas para asegurar el cumplimiento de la función social de la vivienda,19 de Andalucía; 16/2018, de 22 de febrero, sobre la Ley Foral 24/2013, de 2 de julio, de medidas urgentes para garantizar el derecho a la vivienda en Navarra;20 y 80/2018, de 5 de julio, sobre la Ley 2/2017, de 3 de febrero, por la función social de la vivienda de la Comunidad Valenciana, vuelve el alto tribunal a hacer una nueva interpretación del artículo 149.1.13.

			Las normas autonómicas citadas supra e impugnadas por el Estado tienen como finalidad común el establecimiento de una expropiación de uso de carácter temporal (3 años) de la vivienda que hubiese sido objeto de desahucio como consecuencia de procesos de ejecución hipotecaria; en la referida expropiación se hace beneficiarios a los anteriores ocupantes legales, a condición de que la misma se dirigiera contra una edificación que hubiera tenido como uso el de vivienda habitual de los ejecutados por impago y, además, los residentes se encuentren en situación de emergencia social y, por último, el adjudicatario del remate fuese una entidad financiera.21

			Pues bien, el TC pone de manifiesto, en su sentencia 93/2015, de 14 de mayo, que: 

			El Estado ha dictado una normativa en la que, incidiendo de un modo limitado en el sistema de ejecución hipotecaria, atiende a la situación de quienes, por habitar viviendas constituidas como colateral de un préstamo que ha quedado impagado, están en riesgo de perder su vivienda. 

			Y continúa:

			Entendemos, en consecuencia, sin que ello suponga prejuzgar nada sobre el mayor o menor acierto de la decisión estatal, que delimitar los supuestos objetivo, subjetivo y temporal de esa suspensión del lanzamiento es una medida que presenta una estrecha conexión con el objetivo de normalizar los mercados hipotecarios.

			Para concluir, añade:

			El Estado define con esta doble medida la extensión de la intervención pública de protección de personas en situación de vulnerabilidad que considera compatible con el adecuado funcionamiento del mercado hipotecario y, a la vez, para evitar que el equilibrio que juzga oportuno se quiebre, impide que las Comunidades Autónomas en [cursiva propia] ejercicio de sus competencias propias adopten disposiciones que, con este mismo propósito de tutela, afecten de un modo más intenso a dicho mercado.

			Resulta, por tanto, que se excluye cualquier otra regulación por parte de las CC. AA. en virtud de sus propias competencias sobre materias específicas, como es la vivienda (en este caso, “expropiación temporal de uso de las viviendas”, en la disposición adicional segunda del Decreto Ley 6/2013, de Andalucía). Esta sentencia fue objeto de tres votos particulares; y, en el emitido por la magistrada doña Adela Asua Batarrita, se establece lo siguiente:

			Las posibles implicaciones de la fundamentación de la presente Sentencia para nuestra futura jurisprudencia son preocupantes. Se da por bueno que el Estado, en virtud del título competencial contemplado en el art. 149.1.13 CE, pueda asumir e imponer de modo excluyente la solución de un problema social o económico como expresión de las bases de la planificación económica, cerrando el paso a que las Comunidades Autónomas puedan establecer sus propias medidas al respecto, incluso en el ámbito de las materias de su competencia exclusiva, como es la vivienda. 

			Y se remarca la inexistencia de incompatibilidad entre la norma estatal y la andaluza, al señalarse que la del Estado dejará de aplicarse en 2017 (plazo que se prorrogó hasta el 14 de mayo de 2020, tras la modificación de la Ley 1/2013, de 14 de mayo, por el Real Decreto Ley 5/2017, de 17 de marzo):22 

			En cambio, la medida prevista en la norma andaluza se limita a declarar el interés social a efectos expropiatorios, de la cobertura de necesidad de vivienda de personas en especiales circunstancias de emergencia social, a fin de proceder a la expropiación forzosa del uso de la vivienda por un plazo máximo de tres años, plazo este que se contará desde la fecha del lanzamiento acordado por el órgano jurisdiccional competente. No parece haber problema aplicativo alguno –cuya resolución compete en todo caso a los órganos judiciales y no a este Tribunal–, sino sucesión de normas en el tiempo.

			En este supuesto, parece que el TC va más allá, puesto que impide que las CC. AA. puedan establecer sus propias medidas en ejercicio de su competencia exclusiva en vivienda una vez ejercida la competencia del artículo 149.1.13 por parte del Estado, aunque no exista contradicción con tal competencia estatal, con lo que se produce una mutación del artículo 149.1.13.23 

			Utilizando la misma norma de contraste señalada en páginas precedentes (Ley 1/2013), pero ahora para analizar la constitucionalidad o no del Decreto Ley 3/2015, de 15 de diciembre, del Gobierno de Aragón, de medidas urgentes de emergencia social en materia de prestaciones económicas de carácter social, pobreza energética y acceso a la vivienda24 (art. 9), y de la Ley 10/2016, de 1 de diciembre, de medidas de emergencia en relación con las prestaciones económicas del Sistema Público de Servicios Sociales y con el acceso a la vivienda en la Comunidad Autónoma de Aragón25 (art. 20), que establecen la suspensión del lanzamiento en los supuestos de ejecución hipotecaria, en las SSTC 5/2019, de 17 de enero, y 21/2019, de 14 de febrero,26 sigue el tribunal un razonamiento distinto.

			En primer término, se cuestiona si las medidas previstas por la legislación estatal resultan obstaculizadas por los preceptos impugnados; y determina que, para que esto suceda, es preciso que la norma autonómica establezca nuevos mecanismos orientados a satisfacer la misma situación de necesidad. Tras analizar que la norma estatal y autonómica regulan una misma situación (el lanzamiento de la vivienda habitual), están dirigidas a las mismas personas (unidades de convivencia en riesgo de exclusión social), y comparten un mismo presupuesto fáctico (que la vivienda se adjudique al acreedor o persona por él propuesta), se concluye lo siguiente: 

			La previsión a tenor de la cual la suspensión del lanzamiento no se producirá hasta que se ofrezca una alternativa habitacional por parte de la Administración Autonómica (art. 9.1 [del decreto ley]) no resulta incompatible con el plazo de suspensión fijado en la ley estatal, sino complementaria, y coadyuvante de la previsión básica, debiendo entenderse que dicha alternativa habitacional habrá de producirse dentro del plazo máximo de suspensión del lanzamiento fijado con carácter básico por la citada legislación . (STC 5/2019, de 17 de enero) 

			Esto es, en el plazo máximo de siete años de suspensión del lanzamiento señalado en la norma estatal. En tal caso, la normativa autonómica así interpretada es constitucional (Zamorano Wisnes, 2022, p. 89).

			En línea con ello, en la STC 79/2017, de 22 de junio,27 sobre la impugnación contra distintos artículos de la Ley 20/2013, de 9 de diciembre, de Garantía de la Unidad de Mercado,28 por el Parlamento de Cataluña, el tribunal recuerda que el artículo 149.1.13 de la CE atribuye una competencia para la ordenación general de la economía 

			que abarca [...] aquellas normas y actuaciones orientadas al logro de garantizar la “unidad de mercado”, pero que también incluye la definición de las líneas de actuación tendentes a alcanzar objetivos de política económica global o sectorial, así como la adopción de las medidas precisas para garantizar la realización de los mismos (por todas, SSTC 186/1988, de 17 de octubre, FJ 2, y 141/2014, de 11 de septiembre, FJ 5).

			En todo caso, y a la vista de la jurisprudencia constitucional recaída en torno al artículo 149.1.13 de la CE, parece que, con base en él, solo se permite al Estado actuaciones de fomento del mercado privado de vivienda, no teniendo cabida actuaciones promotoras del propio Estado. De esta manera, la regulación de los parques públicos de vivienda (art. 27 LDV) –que contempla la LDV junto a la vivienda de protección pública–, tal como declara la STC 79/2024, de 21 de mayo, no queda amparada por el artículo 149.1.13 de competencia estatal (Velasco Caballero, 2023, p. 71-72; Iglesias González, 2000, p. 323). Y podría quizás recurrirse, en tal caso, al poder de gasto (spending power) o competencia subvencional general del Estado (STC 13/1992, de 6 de febrero, FJ 7). De acuerdo con tal jurisprudencia, la soberanía financiera del Estado le permite subvencionar o transferir recursos estatales para fines ajenos a sus competencias, pero el destino de esos recursos solo podrá fijarlo el Estado en la misma medida en que sea competente sobre la materia en cuestión. Pero, ya que el Estado no es directamente competente sobre la materia de vivienda, el ejercicio de su competencia financiera general no le permite imponer a las CC. AA. ni a los ayuntamientos condiciones o prioridades para la creación de vivienda pública, que solo será posible en la medida en que, junto a su potestad financiera general, el Estado cuente también con otro título competencial específico y suficiente (dentro de los enunciados en el art. ١٤٩.١ CE) que ampare la fijación de condiciones, tipologías o prioridades de vivienda pública.

			3.1.2 Legislación procesal, sin perjuicio de las necesarias especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho sustantivo de las comunidades autónomas (art. 149.1.6)

			La jurisprudencia constitucional también se ha apoyado de forma creciente en otras competencias estatales, como la exclusiva de legislación procesal (art. 149.1.6 CE) en relación con la ejecución de desahucios de viviendas que se utilizaban como residencia habitual y sobre los que las CC. AA. han intentado llevar a cabo una regulación propia con base en la salvedad recogida en el artículo 149.1.6 de la CE. Tal excepción, abordada por el TC en sentencias diversas –47/2004, de 25 de marzo; 2/2018, de 11 de enero; 80/2018, de 5 de julio, y 13/2019, de 6 de febrero–,29 es interpretada en esta última en los siguientes términos: 

			No cabe interpretar esta salvedad competencial de modo tal que quede vacía de contenido la competencia general en materia de legislación procesal atribuida al Estado: “la competencia asumida por las Comunidades Autónomas al amparo de la salvedad recogida en el artículo 149.1.6 CE no les permite, sin más, introducir en su ordenamiento normas procesales por el mero hecho de haber promulgado regulaciones de Derecho sustantivo en el ejercicio de sus competencias, esto es, innovar el ordenamiento procesal en relación con la defensa jurídica de aquellos derechos e intereses que materialmente regulen, lo que equivaldría a vaciar de contenido o privar de todo significado a la especificidad con que la materia procesal se contempla en el artículo 149.1.6 CE, sino que, como indica la expresión ‘necesarias especialidades’ del citado precepto constitucional, tan sólo pueden introducir aquellas innovaciones procesales que inevitablemente se deduzcan, desde la perspectiva de la defensa judicial, de las reclamaciones jurídicas sustantivas configuradas por la norma autonómica en virtud de las particularidades del Derecho creado por la propia Comunidad Autónoma. (STC 13/2019, de 6 de febrero, FJ 5).

			Siguiendo la estela de la STC 13/2019, de 6 de febrero, con posterioridad, las SSTC 28/2022, de 24 de febrero, y 37/2022, de 10 de marzo,30 anulan determinados preceptos de dos normas de Cataluña, el Decreto Ley 37/2020, de 3 de noviembre, de refuerzo de la protección del derecho a la vivienda ante los efectos de la pandemia de la COVID-19,31 y de la Ley 11/2020, de 18 de septiembre, de medidas urgentes en materia de contención de rentas en los contratos de arrendamiento de vivienda y de modificación de la Ley 18/2007, de la Ley 24/2015, y de la Ley 4/2016, relativas a la protección del derecho a la vivienda,32 e insisten: 

			Las singularidades procesales que se permiten a las comunidades autónomas han de limitarse a aquellas que, por la conexión directa con las particularidades del Derecho sustantivo autonómico, vengan requeridas por estas.

			Así, en la STC 28/2022, de 24 de febrero, se declaran inconstitucionales y nulos los apartados 1, 2 y 3 del artículo único del Decreto Ley 37/2020. El TC entiende que ambos preceptos introducen requisitos de acceso al proceso no previstos por el legislador estatal y que, además, en modo alguno suponen “necesarias especialidades” que sí estarían amparadas por el artículo 149.1.6 de la CE.

			También declara inconstitucional y nulo el apartado 3, que ordenaba la suspensión de lanzamientos judiciales durante el estado de alarma, tal y como había sido decretada previamente por el Gobierno estatal. Y descarta que la norma comporte propiamente una especialidad procesal y, en todo caso, niega que exista una particularidad previa del derecho sustantivo autonómico que justifique la suspensión incorporada al Decreto Ley 37/2020.

			La STC 37/2022, de 10 de marzo,33 declara la inconstitucionalidad de la disposición adicional cuarta de la Ley 11/2020, que obligaba a resolver en juicio verbal, con independencia de la cuantía, las demandas judiciales que tuvieran por objeto la determinación de la renta y el reembolso de cantidades pagadas en exceso de contratos de arrendamiento de vivienda sujetos al régimen de contención de rentas, cuya regulación sustantiva introduce la propia Ley 11/2020, anulado en la misma sentencia. Al respecto, el alto tribunal concluye que, declarado inconstitucional y nulo el régimen de limitación de rentas arrendaticias previsto en la Ley 11/2020, no existe una peculiaridad del derecho sustantivo autonómico a la que pudiera conectarse la norma procesal en cuestión.

			Finalmente, la STC 57/2022, de 7 de abril,34 declara inconstitucionales y nulos los artículos 17 y 18 de la Ley 11/2020 por imponer requisitos de acceso a la jurisdicción, lo que vulnera la competencia exclusiva del Estado sobre legislación procesal, recogida en el artículo 149.1.6 de la CE. Con respecto al artículo 17, el TC ha estimado que el precepto incluía una norma claramente procesal, ya que: 

			(i) Obliga a verificar […] si hay una situación de riesgo de exclusión residencial. (ii) En el caso de que así sea, ha de formularse una oferta de alquiler social que se ajuste a las exigencias del art. 5.7. (iii) Y, solo en el caso de que los afectados la rechacen, puede el demandante iniciar el procedimiento judicial, debiendo acreditar, necesariamente, al presentar la demanda, que se ha formulado la oferta de alquiler social. 

			Lo mismo considera para el artículo 18 porque establece el cumplimiento de la obligación de realojo como condición previa para acudir a un procedimiento judicial.

			Andando en el tiempo, el legislador catalán aprobó la Ley 1/2022, de 3 de marzo, de modificación de la Ley 18/2007, la Ley 24/2015 y la Ley 4/2016, para afrontar la emergencia en el ámbito de la vivienda,35 que reintroduce en el ordenamiento autonómico medidas procesales análogas a estas anuladas por el TC por invadir el artículo 149.1.6 de la CE. Esta norma ha sido recurrida por más de cincuenta diputados del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso. El 28 de junio de 2022, el Pleno del TC acordó admitir a trámite el recurso de inconstitucionalidad presentado frente a la Ley 1/2022; y, de seguir con la jurisprudencia recaída hasta el momento, parece que pueda tener lugar la declaración de inconstitucionalidad de la misma. 

			Asimismo, previamente, el tribunal en la STC 16/2021, de 28 de enero,36 declaró inconstitucionales y nulos determinados preceptos del Decreto Ley 17/2019, de 23 de diciembre, de Medidas Urgentes para mejorar el Acceso a la Vivienda de Cataluña,37 por considerar que son medidas que afectan directamente al derecho de propiedad, que se desprende del artículo 33 de la CE, ya que se imponen a los propietarios deberes concretos con vocación de generalidad, a través de decretos leyes, con lo que se vulnera el límite del contenido del artículo 86 de la CE. Al respecto, el TC considera que un decreto ley afecta al derecho de propiedad, en el sentido no permitido por el artículo 86.1 de la CE, cuando la norma:

			más que delimitar un concreto sistema urbanístico o una determinada política de vivienda se dirige a precisar el haz de facultades que integra este tipo de derecho de propiedad privada y, al mismo tiempo, a definir la función social del mismo, que son, como hemos visto, los dos elementos básicos que conforman el derecho de propiedad. (STC 16/2021, FJ 5) 

			Así, por ejemplo, se declaró inconstitucional el supuesto de incumplimiento de la función social de la propiedad por tener una vivienda vacía, y todas las consecuencias que se derivaban de ese incumplimiento (requerimientos, multas coercitivas y expropiación forzosa de la propiedad), puesto que se trata de normas que no pueden considerarse como “instrumentales” para la política de vivienda y quedan fuera de la competencia autonómica en materia de vivienda. Asimismo, el TC también declaró nulos e inconstitucionales todos aquellos artículos que recogían el régimen jurídico relacionado con la obligación de ofrecer un alquiler social (Trayter Jiménez, 2023, p. 288). No obstante, como hemos señalado, la mayoría de estas medidas declaradas nulas e inconstitucionales volvieron a incorporarse en la Ley 1/2022, que se encuentra recurrida ante el TC de nuevo, a la espera de obtener el pronunciamiento correspondiente. 

			Por su parte, la STC 79/2024, de 21 de mayo, señala que el artículo 149.1.6 permite al Estado establecer los requisitos para los lanzamientos y desahucios judiciales (SSTC 21/2019, de 14 de febrero, FJ 6, y 28/2022, de 24 de febrero).38 

			3.1.3 Legislación civil (art. 149.1.8)

			Asimismo, también se ha echado mano del artículo 149.1.8 de la CE, que reserva al Estado la competencia exclusiva en materia de “legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las Comunidades Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan. En todo caso, las reglas relativas a […] bases de las obligaciones contractuales”. La CE especifica, por tanto, también, una serie de submaterias que, en todo caso, son competencia exclusiva del Estado: las “bases de las obligaciones contractuales”, con lo cual opera una segunda reserva constitucional en relación con las CC. AA. con derecho foral o especial (Zamorano Wisnes, 2022, p. 91).

			Sobre esta competencia, en la STC 88/1993, de 12 de marzo, reproducida en la STC 95/2017, de 6 de julio, se afirma:39 

			El citado precepto constitucional, tras atribuir al Estado competencia exclusiva sobre la “legislación civil”, introduce una garantía de la foralidad civil a través de la autonomía política, garantía que no se cifra, pues, en la intangibilidad o supralegalidad de los Derechos civiles especiales o forales, sino en la previsión de que los Estatutos de las Comunidades Autónomas en cuyo territorio aquéllos rigieran a la entrada en vigor de la Constitución puedan atribuir a dichas Comunidades competencia para su “conservación, modificación y desarrollo”. 

			Y, en la STC 31/2010, de 28 de junio,40 se señala:

			La única [competencia] que el Estatuto catalán puede atribuir a la Generalitat, en el ámbito de la legislación civil, es la que tenga por objeto la conservación, modificación y desarrollo del derecho civil de Cataluña, debiendo pues entenderse que “la competencia exclusiva en materia de derecho civil” se contrae a ese específico objeto, sin extenderse al propio de la “legislación civil” como materia atribuida al Estado, a título de competencia exclusiva, por el primer inciso del art. 149.1.8 CE. 

			No ha lugar, por tanto, la creación de un derecho nuevo por parte de las CC. AA., de modo que se impone la competencia exclusiva del Estado para regular las bases de las obligaciones contractuales (negocios jurídicos de compraventa, contratos de arrendamientos y cualquier tipo de garantía real sobre la vivienda).

			A mayor abundamiento, sobre ello en la STC 37/2022, de 10 de marzo, el tribunal, al analizar determinados artículos de la repetida Ley 11/2020, los anula por considerar que el legislador autonómico catalán carece de competencia para establecer un régimen de contención de rentas de los contratos de arrendamiento de vivienda celebrados en un área con mercado de viviendas tenso como el previsto por la propia ley. Al hacerlo, el legislador catalán vulnera el principio de libre determinación de la renta de alquiler establecido en el artículo 17.1 de la Ley 29/1994, de 24 de noviembre, de Arrendamientos Urbanos (LAU),41 en conexión con el artículo 1255 del Código Civil, que recoge el principio de libertad de pactos. Y así, este principio de libre estipulación de la renta en los arrendamientos urbanos constituye una base de las obligaciones contractuales, al definir uno de los elementos estructurales del contrato:

			El Estado resulta así ser el competente para fijar legalmente el principio de libertad de pactos en el establecimiento de la renta del contrato de alquiler de vivienda, así como para, en su caso, determinar sus eventuales modificaciones o modulaciones en atención al designio del legislador estatal respecto a la necesidad de ajustar o no el funcionamiento del mercado inmobiliario en atención a lo dispuesto en el art. 47 CE o en otros preceptos constitucionales. [...] [Se] excluye, por tanto, que cualquier legislador autonómico pueda condicionar o limitar la libertad de las partes para determinar la renta inicial del alquiler de viviendas. (STC 37/2022, FJ 4).

			Y se añade que corresponde al legislador estatal pronunciarse sobre la adecuación de las bases del derecho contractual a los principios rectores de la política económica y social y, en particular, al derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada reconocido por el artículo 47 de la CE, en conexión con la función social de la propiedad privada recogida por el artículo 33.2 de la misma norma. Y todo ello, sin perjuicio de las competencias autonómicas en la materia para desarrollar políticas de protección del derecho a la vivienda, remarca el TC.

			En la misma línea, en la STC 57/2022, de 7 de abril, concluye el alto tribunal que, resultando que el legislador autonómico carece de competencia material para implantar el régimen de contención y moderación de rentas previsto en la Ley 11/2020, tampoco la tiene para controlar su cumplimiento o las consecuencias de su infracción.

			En respuesta a estos pronunciamientos, cabe destacar como el legislador de la LDV introdujo una serie de medidas que afectan al ámbito privado del derecho a la vivienda, es decir, al derecho de propiedad y, en especial, a los contratos de arrendamiento (disposición final primera); LDV, cuya previsión descansa sobre la competencia estatal sobre legislación civil (disposición final séptima, 2.a). 

			De esta forma, además de fijar el procedimiento para la declaración de zonas de mercado residencial tensionado (art. 18), la LDV, entre otras medidas, modifica el artículo 17 de la LAU, con el fin de introducir la limitación de las rentas en los contratos de arrendamiento.

			El 27 de febrero de 2024, siguiendo el mandato de la LDV, el Ministerio de Vivienda y Agenda Urbana presentó el índice de referencia de precios para reducir las rentas de los alquileres, que permite fijar un precio mínimo y un precio máximo en función de una serie de factores (ubicación del inmueble, superficie, estado de conservación, año de construcción, certificación energética, etc.). Este sistema entró en vigor el pasado 13 de marzo. 

			Respecto a esta limitación, es importante señalar dos cuestiones. Por un lado, que se trata de una medida voluntaria para las CC. AA., pues queda vinculada a la declaración de zonas de mercado residencial tensionado. Y, por otro lado, que, en la aplicación de la limitación de las rentas de los contratos de arrendamiento, debemos atender a distintas situaciones (Bastús Ruiz, 2023, pp. 119-121):

			
					En los contratos sujetos a la LAU de 1994 en los que el inmueble se ubique en una zona de mercado residencial tensionado, la renta pactada al inicio del nuevo contrato no podrá exceder de la última renta del contrato de arrendamiento de vivienda habitual que hubiese estado vigente en los últimos cinco años en la misma vivienda, una vez aplicada la cláusula de actualización de la renta del contrato anterior, sin que se puedan fijar nuevas condiciones que establezcan la repercusión al arrendatario de cuotas o gastos que no estuviesen recogidas en el contrato anterior. Únicamente podrá incrementarse la última renta del contrato, en un máximo del 10 %, si se acreditan los supuestos del artículo 17.6 de la LAU.

					En los contratos sujetos a la LAU de 1994 en los que el arrendador sea un gran tenedor de vivienda y en los que el inmueble se ubique en una zona de mercado residencial tensionado, la renta pactada al inicio del nuevo contrato no podrá exceder del límite máximo del precio aplicable conforme al sistema de índices de precios de referencia, atendiendo a una serie de condiciones.

					El límite máximo del precio conforme al sistema de índices de precios de referencia también se aplicará en los contratos en los que el inmueble se ubique en una zona de mercado residencial tensionado y sobre el que no hubiese estado vigente, en los últimos 5 años, ningún contrato de arrendamiento de vivienda.

			

			De esta forma, el legislador estatal establece el límite de las rentas de los contratos de arrendamiento y habilita a las CC. AA., como órganos competentes, a declarar las zonas de mercado residencial tensionado, y les permite imponer la contención de las rentas en los contratos de arrendamiento de vivienda.42 

			Finalmente, resulta destacable que el artículo 149.1.8 de la CE se ha utilizado también para delimitar la función social de la propiedad en relación con el arrendamiento de viviendas. Y, al respecto, el alto tribunal, en la STC 89/1994, de 17 de marzo,43 afirma: 

			En el contexto de la vigente Constitución, esa delimitación del derecho de propiedad encuentra una justificación en la proclamación del art. 47 del Texto fundamental, que recoge el derecho a disfrutar de una vivienda y ordena a los poderes públicos que promuevan las condiciones para ello necesarias. Además, no puede olvidarse la relevancia que la continuidad del arrendamiento reviste para la protección de la estabilidad del domicilio familiar, y de la misma familia, en la línea de lo dispuesto en el art. 39.1 de la Constitución. Responde así a la función social de la propiedad inmobiliaria, sin vulneración constitucional, que el legislador establezca una limitación de esa propiedad que, sin suponer su vaciamiento o desfiguración, pueda contribuir (con mayor o menor fortuna, según las distintas teorías económicas) a satisfacer un derecho constitucionalmente afirmado.

			Sobre este particular, cobra especial relevancia la STC 16/2018, de 22 de febrero, en la que el tribunal se pronunció sobre la constitucionalidad de, entre otros, los artículos 52.2.a, 66.1 y 72.2 de la Ley Foral 10/2010, de Navarra, conforme a la redacción dada por la Ley Foral 24/2013. En dicha sentencia, el TC aborda la delimitación autonómica de la “función social de la propiedad de la vivienda” frente a la competencia estatal recogida en los artículos 149.1.1 y 149.1.8 de la CE. 

			Recordando la concepción social del derecho de propiedad, que, con rotundidad, recoge el alto tribunal en su sentencia 37/1987, de 26 de marzo,44 FJ 1 –“Utilidad individual y función social definen, por tanto, inescindiblemente el contenido del derecho de propiedad sobre cada categoría o tipo de bienes”–, la STC 16/2018, de 22 de febrero, estima que la reserva constitucional de la regulación por ley ordinaria del derecho de propiedad implica que puede ser cubierta tanto por una ley estatal como autonómica, dependiendo de la entidad territorial que tenga atribuida la competencia sobre el sector concreto de actividad vinculado al derecho de propiedad. Por tanto, las CC. AA. son competentes “para incidir mediante regulaciones orientadas a atender a los intereses generales relacionados con la garantía a los ciudadanos del disfrute de una vivienda digna, en la delimitación del derecho de propiedad, concretamente en la definición de su función social” (STC 16/2018, de 22 de febrero, FJ 7). Y, precisamente, es la función social del derecho de propiedad la principal justificación de las normas autonómicas que regulan la expropiación temporal del uso de viviendas que se encuentran deshabitadas. Se trataba de determinar si el legislador navarro, al ordenar la función social del derecho de propiedad sobre la vivienda, ha vulnerado lo previsto en los artículos 149.1.1 y 149.1.8 de la CE (Arias Martínez, 2019).

			Al respecto, se argumentaba que la regulación contenida en el artículo 149.1.1 de la CE es un límite a la adopción por parte de las CC. AA. de las medidas necesarias para asegurar la efectividad, en su ámbito territorial, del derecho a una vivienda digna. Por tanto, la previsión por parte del legislador autonómico de atribuir una serie de consecuencias sancionadoras y expropiatorias al hecho de no destinar la vivienda a un uso habitacional excede de sus competencias en materia de vivienda e infringe la competencia estatal ex artículo 149.1.1.

			Sin embargo, el TC, en relación con esta cuestión, ha mantenido lo siguiente sobre el artículo 149.1.1 de la CE:

			Más que delimitar un ámbito material excluyente de toda intervención de las Comunidades Autónomas, lo que contiene es una habilitación para que el Estado condicione –mediante, precisamente, el establecimiento de unas “condiciones básicas uniformes”– el ejercicio de esas competencias autonómicas con el objeto de garantizar la igualdad de todos los españoles en el ejercicio de sus derechos y en el cumplimiento de sus deberes constitucionales. (SSTC 173/1988, de 23 de julio, FJ 9, y 178/2004, de 21 de octubre, FJ 7), 

			Ello convierte el enjuiciamiento de una ley autonómica a la luz del artículo 149.1.1 de la CE en un análisis de constitucionalidad mediata (STC 94/2014, de 12 de junio), que comienza con la identificación de la ley estatal que, dictada en ejercicio de la competencia atribuida por el artículo 149.1.1 de la CE, va a operar como parámetro de constitucionalidad (Arias Martínez, 2019).

			Por consiguiente, cabe entender que las condiciones básicas aluden al contenido primario del derecho de propiedad y no habilitan para disponer de una regulación uniforme del mismo (STC 37/1987, FJ 10) ni de su función social. 

			Por último, y en atención a la dimensión institucional de la propiedad privada, el tribunal afirma en la STC 16/2018, de 22 de febrero, que la regulación de aquella, dado que no puede desligarse de la regulación de los concretos intereses generales que la justifican, incumbe al titular de la competencia sectorial para tutelar tales intereses, y no al que lo es en materia de legislación civil ex artículo 149.1.8 de la CE. Y declara que el legislador foral, al regular como parte del derecho de propiedad sobre la vivienda un deber de ocupación efectiva en los artículos 52.2.a, 66.1 y 72.2 de la Ley Foral 10/2010, en la redacción de la Ley Foral 24/2013, no invade las atribuciones estatales del artículo 149.1.8 de la CE (STC 16/2018, de 22 de febrero, FJ 8).

			En el mismo sentido se pronuncia la STC 79/2024, de 21 de mayo, que, además, dispone lo siguiente: 

			El art. 149.1.8 CE reserva en todo caso al Estado la materia “bases de las obligaciones contractuales” que, conforme a nuestra doctrina, comprende las reglas que incidan directamente en la organización económica, en las relaciones inter partes y en la economía interna de los contratos, comprobando, por ejemplo, si se respetan directrices básicas tales como el principio de la iniciativa privada y la libertad de contratación, la conmutatividad del comercio jurídico, la buena fe en las relaciones económicas, la seguridad del tráfico jurídico o si el tipo contractual se ajusta al esquema establecido en la norma estatal (SSTC 132/2019, de 13 de noviembre, FJ 6; 157/2021, de 16 de septiembre, FJ 9, o 37/2022, de 10 de marzo, FJ 4).

			3.1.4 Regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los ciudadanos en el ejercicio del derecho a una vivienda digna y adecuada (art. 149.1.1 en relación con el art. 47 CE)

			Como es sabido, en el considerando segundo de la LDV de 2023 se mencionan “otros títulos competenciales que exigen al Estado abordar esta tarea legislativa”, entre los que se encuentra el artículo 149.1.1 de la CE. Título competencial del Estado habilitante para que este, tal y como dispone la disposición final séptima, haya dictado la LDV, que se menciona junto al contenido en el artículo 149.1.13, luego no como auténtico título competencial autónomo.

			Ahora bien, esta competencia que ostenta el Estado sólo alcanza a regular las “condiciones básicas” en el ejercicio de tales derechos y deberes, y no a efectuar una regulación exhaustiva o completa de la materia de que se trate, en este caso, vivienda.

			En numerosas ocasiones se ha pronunciado el alto tribunal sobre el alcance de esta competencia estatal y ha perfilado su doctrina,45 en especial a partir de la STC 61/1997, de 20 de marzo, sobre el Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana, y la STC 16/2018, de 22 de febrero. 46 Así, se ha afirmado (FJ 7-10) que la regulación de las condiciones básicas a que se refiere el artículo 149.1.1 de la CE:

			no puede suponer una normación completa y acabada del derecho y deber de que se trate y, en consecuencia, es claro que las Comunidades Autónomas, en la medida en que tengan competencias sobre la materia, podrán siempre aprobar normas atinentes al régimen jurídico de ese derecho –como en el caso de la propiedad del suelo–.

			Igualmente, la sentencia dice que:

			“condiciones básicas” no es sinónimo de “legislación básica”, “bases” o “normas básicas”. […] el Estado tiene la competencia exclusiva para incidir sobre los derechos y deberes constitucionales desde una concreta perspectiva, la de la garantía de la igualdad en las posiciones jurídicas fundamentales, dimensión que no es, en rigor, susceptible de desarrollo como si de unas bases se tratara; será luego el legislador competente, estatal y autonómico, el que respetando tales condiciones básicas establezca su régimen jurídico, de acuerdo con el orden constitucional de competencias.

			Y concluye con la idea de que la utilización de esta competencia por parte del Estado no debe agotar la regulación de la materia, sino que debe quedar un margen para la normativa de las CC. AA., y afirma lo siguiente:

			La regulación de esas condiciones básicas sí corresponde por entero y en exclusiva al Estado, pero con tal normación, como es evidente, no se determina ni se agota su entero régimen jurídico. 

			Una comprensión sistemática del entero orden competencial lleva a concluir que las “condiciones básicas” hacen referencia al contenido primario (STC 154/1988) del derecho, a las posiciones jurídicas fundamentales (facultades elementales, límites esenciales, deberes fundamentales, prestaciones básicas, ciertas premisas o presupuestos previos...). En todo caso, las condiciones básicas han de ser las imprescindibles o necesarias para garantizar esa igualdad, que no puede consistir en una igualdad formal absoluta. Como hemos insistido, si por “condiciones básicas” hubiera de entenderse cualquier condición “material”, obligado sería concluir que esa interpretación tan amplia habría de conducir a un solapamiento con otras competencias estatales explicitadas en el art. 149.1 C.E. o, lo que es peor, a una invasión de las competencias autonómicas.

			Así, en esta sentencia 61/1997, de 20 de marzo, al analizar la cuestión del aprovechamiento urbanístico susceptible de apropiación por los particulares, que el artículo 27 del Real Decreto Legislativo 1/1992fijaba en un 85 % del aprovechamiento urbanístico tipo del área de reparto en que se encontrara el terreno, si es o no compatible con las condiciones básicas a que se refiere el artículo 149.1.1 de la CE, se afirma:

			Este título competencial no permite, pues, la delimitación completa y acabada del aprovechamiento urbanístico (como de cualquier otra facultad dominical en el ámbito urbanístico), pues ello excedería por definición de lo que son condiciones básicas de ejercicio, único título que, desde la óptica del Derecho Público, le permita al Estado intervenir en los términos ya conocidos sobre esta concreta forma de dominio, cual es la propiedad urbana. [...]

			El problema nuclear consiste en indagar si la concreta regulación del art. 27 T.R.L.S. supone una invasión de la competencia urbanística que las Comunidades Autónomas tienen atribuida. Pues bien, no cabe sino concluir que la regulación del art. 27 T.R.L.S. es contraria al orden constitucional de distribución de competencias, en primer lugar, por el carácter fijo y no mínimo tanto de la determinación del aprovechamiento urbanístico susceptible de apropiación por los propietarios, como implícitamente de la recuperación por la comunidad de las plusvalías urbanísticas; en segundo lugar, porque tal determinación la establece acudiendo a un complejo entramado de concretas técnicas urbanísticas (áreas de reparto, aprovechamiento tipo), que pertenecen a la competencia exclusiva en materia de urbanismo de las Comunidades Autónomas (art. 148.1.3.º C.E.).

			En este sentido, la STC 79/2024, de 21 de mayo, realiza una serie de consideraciones sobre el artículo 149.1.1 y dice, en síntesis, lo siguiente: 

			
					El Estado puede incidir en materia de vivienda para garantizar la igualdad en la consecución de este derecho. 

					El hecho de que el artículo 47 de la CE no contenga un derecho fundamental ni un título competencial, no excluye que pueda desplegarse y desarrollarse como un derecho constitucional, con sus vertientes competenciales.

					El artículo 149.1.1 de la CE no atribuye al Estado la fijación de las bases sobre los derechos y libertades constitucionales, únicamente atribuye el establecimiento de aquellas condiciones básicas que puedan garantizar la igualdad. 

			

			Por último, consideramos que la función propia de integración y reducción a la unidad del ordenamiento jurídico que encierra la competencia del artículo 149.1.1 opera también en relación con los principios rectores de la política social y económica del capítulo tercero del título primero de la CE, en el que se incluye el derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada (Iglesias González, 2022, p. 51; Vaquer Caballería, 2011, p. 57), tal y como ha puesto de manifiesto la doctrina mayoritaria (Baño León, 1988, p. 270; Aragón Reyes, 1988, p. 204; De la Quadra-Salcedo Janini, 2018, p. 136), refiriéndose, por tanto, el mencionado precepto a todos los derechos y deberes constitucionales fundamentales y no fundamentales.

			4 Breve excursus sobre las viviendas de uso turístico

			4.1 Sobre la competencia autonómica en materia de promoción y ordenación del turismo. La incidencia del Estado

			En los últimos años, debido a una serie de factores como, por ejemplo, la explosión del turismo urbano, la aparición de plataformas de comercialización de alojamientos o el contexto regulatorio de la Unión Europea en relación con la libre prestación de servicios, las viviendas de uso turístico han proliferado en todo el territorio. 

			Así lo indica la Resolución del Parlamento Europeo, de 21 de enero de 2021, sobre el acceso a una vivienda digna y asequible para todos47 cuando señala que “el crecimiento expansivo del alquiler de vacaciones a corto plazo está retirando viviendas del mercado y propiciando un aumento de los precios, y puede tener un impacto negativo en la habitabilidad de centros urbanos y turísticos”. 

			Y también la Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala), de 22 de septiembre de 2020, C-724/18 y C-727/18, Cali Apartments SCI y HX contra Procureur général près la cour d’appel de Paris y Ville de Paris,48 pues, en relación con la ciudad de París, la doctrina declara que “la lucha contra la escasez de viviendas de alquiler de larga duración y en favor de la mezcla social constituye una razón imperiosa de interés público que justifica la legislación nacional de conformidad con el Derecho de la UE” (Ponce Solé, 2022, p. 34). 

			Ante esta situación, las Administraciones competentes tienen la necesidad de fijar una regulación que limite este tipo de actividad, que tiene una serie de efectos directos en el mercado de vivienda y que dificultan, todavía más, el acceso a una vivienda digna y adecuada. 

			En este sentido, la promoción y ordenación del turismo es una competencia autonómica, de acuerdo con el artículo 148.1.18 de la CE. No obstante, igual que ocurre en el derecho a la vivienda analizado anteriormente, el turismo es una materia en la que el Estado tiene una incidencia importante. Tanto es así que, originariamente, la LAU distinguía entre el arrendamiento para uso de vivienda y el arrendamiento para uso distinto del de vivienda, en el que se incluía el arrendamiento de viviendas para uso turístico. De esta forma, el contrato de arrendamiento para uso turístico “se consideraba un contrato de materia civil y, por lo tanto, la competencia legislativa residía en el Estado (artículo 149.1. 8ª Constitución Española CE)” (Bosch Castel, 2021).

			No obstante, tras la modificación de la LAU realizada mediante la Ley 4/2013, de 4 de junio, de medidas de flexibilización y fomento del mercado del alquiler de viviendas, se incorporó la letra e al artículo 5 para excluir del régimen de aplicación de la LAU este tipo de viviendas. Tras las últimas modificaciones, el artículo 5.e queda redactado de la siguiente manera: 

			La cesión temporal de uso de la totalidad de una vivienda amueblada y equipada en condiciones de uso inmediato, comercializada o promocionada en canales de oferta turística o por cualquier otro modo de comercialización o promoción, y realizada con finalidad lucrativa, cuando esté sometida a un régimen específico, derivado de su normativa sectorial turística.

			En consecuencia, lo que podía considerarse como un contrato civil, de competencia estatal, quedó excluido del ámbito de aplicación de la LAU y pasó a ser una materia del ámbito de la promoción y ordenación del turismo, competencia asumida por las CC. AA. de acuerdo con el artículo 148.1.18 de la CE. 

			De hecho, la LDV estatal no recoge la regulación ni la ordenación de los alquileres turísticos precisamente por ser las CC. AA. las que deben aprobar las normas sectoriales que regulen esta materia y, posteriormente, serán los ayuntamientos quienes concretarán y perfilarán los detalles para la ordenación de las viviendas de uso turístico. 

			A pesar de lo anterior, que la competencia de la promoción y ordenación del turismo sea exclusivamente de las CC. AA. no quiere decir que el Estado quede apartado, de forma absoluta, de esta materia, como señala la (STC 75/1989, de 21 de abril,49 FJ 10):

			No significa la absoluta exclusión del Estado en la adopción de normas o de actos de ejecución que inciden sobre la materia turística, dada la competencia general del Estado para las bases y coordinación de la planificación general de la Economía, siendo el turismo un sector muy relevante en la economía española. 

			Y es que, como ya hemos señalado anteriormente:

			Dentro de la competencia de dirección de la actividad económica general tienen cobijo las normas estatales que fijen las líneas directrices y los criterios globales de ordenación de sectores económicos concretos, así como las previsiones de acciones o medidas singulares que sean necesarias para alcanzar los fines propuestos dentro de la ordenación de cada sector. (STC 152/1988, de 20 de julio, FJ ) 

			Y en este sentido, el turismo guarda una relación expresa y directa con la política económica general, pues tiene una incidencia en el conjunto de la economía como factor de desarrollo económico y de creación de empresas y empleos, y una especial transcendencia en nuestra balanza de pagos (STC 125/1984, de 20 de diciembre). 

			Se trata, por tanto, de una materia que debe ser regulada por parte de las Administraciones autonómicas, pero en la que el Estado puede incidir con base en la competencia del artículo 149.1.13 de la CE relativa a las bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica. 

			Además de lo anterior, no podemos olvidar el papel de los ayuntamientos. De acuerdo con la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Local50 (LBRL), los entes municipales pueden participar en la promoción y ordenación de la actividad turística de distintas maneras, dado que constituyen la institución “más cercana a los ciudadanos” (Bastús Ruiz, 2024, p. 168), que conoce de los problemas y necesidades sociales de forma más inmediata y que, por tanto, pueden plantear soluciones efectivas a los mismos.

			En primer lugar, de acuerdo con el artículo 25.2.h de la LBRL, el municipio tiene competencia propia para la información y promoción de la actividad turística de interés y ámbito local. Y, en segundo lugar, con base en el artículo 27.3.j de la LBRL, la Administración del Estado y la de las CC. AA. podrán delegar, siguiendo criterios homogéneos, la competencia en la promoción y gestión turística con el objeto de evitar duplicidades administrativas, mejorar la transparencia de los servicios públicos y el servicio a la ciudadanía y, en general, contribuir a los procesos de racionalización administrativa y generar un ahorro neto de recursos. 

			En este sentido, es importante que la Administración autonómica delegue en el ayuntamiento tareas relacionadas con la gestión del turismo y, en especial, las de organización administrativa, ya que, como señala Rodríguez Font (2024), “el papel de la Administración local en el régimen de funcionamiento de las VUT [viviendas de uso turístico] debe ser reivindicado, pues la multitud de aspectos sobre los que se deben pronunciar los ayuntamientos lo justifica ampliamente”, puesto que, prosigue, es la opción que se antoja “más práctica, desde un punto de vista de economía o eficiencia procedimental” y tiene “efectos positivos en términos de simplificación y eliminación de cargas, costes y trámites adicionales tanto para la Administración como para los titulares de la actividad”.

			4.2 Sobre la regulación sectorial en materia de viviendas de uso turístico. En especial, el caso de Cataluña

			Encontramos, en esta materia, diversas leyes autonómicas que regulan la promoción y ordenación del turismo. A modo de ejemplo, la Ley 1/1999, de 12 de marzo, de Ordenación del Turismo de la Comunidad de Madrid;51 la Ley 13/2002, de 21 de junio, de Turismo de Cataluña;52 la Ley 8/2012, de 19 de julio, del Turismo de las Illes Balears,53 o la Ley 15/2018, de 7 de junio, de Turismo, Ocio y Hospitalidad de la Comunitat Valenciana.54 Todas ellas con el objetivo común de regular la promoción y ordenación de la actividad turística del territorio correspondiente, así como la regulación de las distintas modalidades de alojamiento turístico (que pueden clasificarse, por ejemplo, en establecimientos hoteleros, conjuntos de apartamentos turísticos, viviendas de uso turístico, campings, áreas de pernocta para autocaravanas, alojamientos turísticos rurales o albergues turísticos, entre otros tipos). 

			Además de lo anterior, existen algunas CC. AA. que han aprobado otras normas para regular ciertos aspectos del turismo. Es el caso de las Illes Balears que aprobó el Decreto Ley 1/2020, de 17 de enero, por el turismo responsable y la mejora de la calidad en zonas turísticas,55 ya que posee una estructura productiva claramente marcada por la preponderancia del sector de servicios, especialmente en el comercio y la hostelería, ambos relacionados con la actividad turística. También a modo de ejemplo, en el caso de Canarias, se aprobó la Ley 2/2013, de 29 de mayo, de renovación y modernización turística de Canarias,56 con el objetivo de renovar y modernizar las urbanizaciones, los núcleos e instalaciones turísticos obsoletos. 

			Sin embargo, en relación con la regulación concreta de las viviendas de uso turístico, existen pocas normas autonómicas que, de forma integral, regulen esta materia. En general, el régimen jurídico existente se desprende de las leyes de turismo de cada comunidad autónoma, que regulan las viviendas de uso turístico como una modalidad de alojamiento turístico y recogen, a grandes rasgos, los requisitos que estas viviendas deben cumplir para destinarse a tal fin.

			No obstante, algunas CC. AA. han apostado por la regulación específica de este tipo de alojamientos (Rodríguez Font, 2023, p. 61). Es el caso, por ejemplo, de Cataluña.

			En la comunidad catalana, encontramos, en primer lugar, la Ley 13/2002. Es en esta ley donde se recoge el concepto de vivienda de uso turístico (art. 50 bis): “viviendas que son cedidas por su propietario, directa o indirectamente, a terceros, a cambio de contraprestación económica, para una estancia de temporada, en condiciones de inmediata disponibilidad y con las características establecidas por reglamento”. Asimismo, se señala que este tipo de viviendas requieren el correspondiente título habilitante exigido por la normativa vigente para iniciar la actividad, para ofrecer y comercializar el servicio o para hacer publicidad del mismo. 

			De esta manera, el Decreto 75/2020, de 4 de agosto, de Turismo de Cataluña57 recoge los requisitos turísticos y de clasificación de las empresas y las actividades turísticas, y regula la disciplina administrativa y el modelo de gobernanza de acuerdo con la Ley 13/2002, de turismo autonómica. 

			Pero como ya hemos señalado, la Generalitat de Cataluña ha aprobado una norma que limita el régimen jurídico de las viviendas de uso turístico. Se trata del Decreto Ley 3/2023, de 7 de noviembre, de medidas urgentes sobre el régimen urbanístico de las viviendas de uso turístico.58

			Esta norma parte de la necesidad de regular este tipo de usos de vivienda, asumiendo el incremento de las mismas en los últimos años y la previsión de crecimiento futuro (y muy especialmente, tras las medidas de control establecidas en la LDV estatal). 

			Asimismo, de acuerdo con el preámbulo de este decreto ley, el objetivo es equilibrar los usos y evitar fenómenos como la gentrificación, la saturación de determinadas infraestructuras y servicios, u otros efectos colaterales no deseados. 

			Las novedades introducidas por el Decreto Ley 3/2023 son las siguientes:

			
					Sujeción al régimen de licencia urbanística. Esta licencia tendrá una duración de 5 años, prorrogable por períodos de la misma duración, siempre que el planeamiento urbanístico lo permita (Disposición Adicional vigesimoséptima Decreto Legislativo 1/2010, de 3 de agosto, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Urbanismo de Cataluña, y art. 1.2 Decreto Ley 3/2023). Existe una limitación cuantitativa de las licencias que se pueden otorgar pues “en ningún caso se pueden otorgar más licencias que las resultantes de aplicar un máximo de 10 viviendas de uso turístico por 100 habitantes” (disposición final primera Decreto Ley 3/2023). Además, se tienen que garantizar los principios de publicidad, objetividad, imparcialidad, transparencia y concurrencia competitiva en el otorgamiento de estas licencias. 

					Publicación del listado de los municipios afectados, en el anexo del Decreto Ley 3/2023. La licencia urbanística solo se exigirá “en los municipios con problemas de acceso a la vivienda o en los municipios en riesgo de romper el equilibrio del entorno urbano por una alta concentración de viviendas de uso turístico” [cursiva propia]. Con la entrada en vigor del Decreto Ley 3/2023, se anexa un listado de 162 municipios afectados, con una vigencia de 5 años; el listado perderá la vigencia cuando se publique la orden con la aprobación del listado de municipios que lo substituya.

					Régimen transitorio en relación con las licencias o autorizaciones concedidas previamente a la entrada en vigor del Decreto Ley 3/2023. Las viviendas que ya tengan la consideración de uso turístico y estén en los municipios afectados podrán realizar la actividad durante 5 años. Posteriormente, si quieren continuar con el uso deberán disponer de la licencia urbanística correspondiente. El titular tiene derecho a solicitar una ampliación del régimen transitorio de hasta 5 años más si acredita que el primer plazo no compensa la pérdida del título habilitante. 

			

			De acuerdo con las novedades señaladas, el contenido del Decreto Ley 3/2023 genera una serie de problemas de seguridad jurídica como, por ejemplo, la delimitación objetiva de las actividades sujetas a licencia urbanística (la norma utiliza, indistintamente, “viviendas de uso turístico” y “destino de las viviendas al uso turístico”, sin hacer remisión a la normativa urbanística) o la necesidad de adaptar el planeamiento urbanístico (Araguàs Galcerà, 2024, p. 14) a las previsiones del Decreto Ley 3/2023, así como compatibilizarlas con la regulación municipal en materia turística. Todas ellas problemáticas surgidas, en parte, debido a la vía que ha escogido la Generalitat de Cataluña para aprobar esta regulación: el decreto ley, que es un mecanismo que permite incorporar una norma al ordenamiento jurídico, sin un debate previo y una reflexión conjunta que hubiera permitido captar diferentes puntos de vista sobre el objeto de la norma y sobre la problemática del derecho de acceso a la vivienda y de las viviendas de uso turístico. 

			En este sentido, es importante señalar que el Decreto Ley 3/2023 ha sido objeto del recurso de inconstitucionalidad núm. 798-2024, promovido por más de cincuenta diputados del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, contra los artículos 1, 2 y 3, disposición transitoria primera 1.a, disposición transitoria segunda, disposición final primera y anexo. Este recurso ha sido admitido a trámite por el Pleno del TC mediante providencia de 27 de febrero de 2024. 

			En todo caso, esta problemática la avanzó ya la Autoritat Catalana de la Competència (2023) en su informe sobre el Decreto Ley 3/2023 , en el que, a pesar de reconocer la existencia de un interés legítimo que avala que se ejerza el abanico de acciones legislativas y ejecutivas propias de la política de vivienda, considera que el régimen de licencia urbanística previa, tal y como lo configura el Decreto Ley 3/2023, no supera el análisis de necesidad y proporcionalidad, inherente a la buena regulación económica del mercado. Por su parte, en relación con la distribución de competencias, el Consell de Garanties Estatutàries (2023), en su dictamen sobre el Decreto Ley 3/2023, señaló que este no invade la competencia estatal del artículo 149.1.13 de la CE pues no entra en conflicto con la planificación económica ni tiene transcendencia económica directa y general para afectar a esa competencia. 

			En definitiva, una medida más que pretende sumarse al conjunto de normas aprobadas en Cataluña para garantizar el derecho de acceso a la vivienda, al considerar que las viviendas de uso turístico excluyen un número importante de viviendas del parque residencial habitual previsto para cubrir las necesidades de la población. Sin embargo, es una medida que interviene directamente en la actividad turística y en la libre prestación de servicios, que, aunque deben regularse, no deben perjudicar a las economías locales dependientes del sector asociado al turismo. 

			5 A modo de conclusión

			No hay duda de que la competencia exclusiva en materia de vivienda que ostentan las CC. AA. está ligada a la incidencia que tienen ciertos títulos competenciales estatales de carácter transversal, si bien la intervención del Estado no puede ser de tal intensidad y extensión que comporte el agotamiento de toda la regulación sobre dicha materia. 

			Se trata, por tanto, de conjugar ambos espacios competenciales delimitando las funciones correspondientes a ambas instancias territoriales (Estado-CC. AA.) en el ámbito material sobre vivienda, donde la jurisprudencia constitucional analizada nos ofrece un movimiento pendular, que va desde una interpretación amplia del artículo 149.1.13 de la CE, en la que prima un enfoque económico, hasta otra interpretación más conciliadora de las competencias transversales del Estado y las normas autonómicas sobre vivienda, tratando de no vaciar las competencias autonómicas sobre vivienda, , lo cual no siempre ha logrado, y en la que la entrada estatal en materia habitacional ha tenido lugar también a partir de otros títulos, como los de los artículos 149.1.6, 149.1.8 y 149.1.1. Toda una pléyade de títulos competenciales de diverso alcance que han llevado al Estado a la promulgación, en 2023, de una ley por el derecho a la vivienda, la LDV, que es una norma de diversa intensidad regulatoria.
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LAS COMPETENCIAS ESTATALES CON INCIDENCIA EN VIVIENDA EN LA LEY ESTATAL 12/2023, DE 24
DE MAYO, POR EL DERECHO A LA VIVIENDA A LA LUZ DE LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL®
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Resumen

El derecho a la vivienda es uno de esos derechos que en las Gltimas décadas han demostrado su esencialidad en el Estado social
y democratico de derecho. A pesar de su relevancia politica, social y econdmica y de su reconocimiento multinivel (internacional
miés las mltiples normas autondmicas sobre vivienda y, hoy, estatal, con la Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el Derecho a la
Vivienda), no hay correspondencia con una politica de realizacién efectiva de este derecho, consagrado en nuestra Constitucion
en el articulo 47. Sobre la primera ley estatal por el derecho a la vivienda se plantean mltiples temas, siendo la cuestion
competencial un asunto de sumo interés. En el presente trabajo, partiendo del reconocimiento de la competencia exclusiva
de las comunidades auténomas en materia de vivienda, se estudia la incidencia que tienen ciertos titulos competenciales
transversales del Estado sobre aquella, y su reflejo en el referido texto legal a la luz de la jurisprudencia constitucional recaida
sobre la distribucién competencial en materia de vivienda. Asimismo, especial atencién merece el desplazamiento del uso de
vivienda a otros mercados alternativos, como es la vivienda turistica, que, aunque no trata la ley de vivienda de 2023, estd
intimamente ligada a toda esta problematica que suscita la regulacion estatal.

Palabras clave: derecho a la vivienda; competencia autonémica exclusiva; competencias estatales transversales; viviendas de
uso turistico.

SPANISH STATE POWERS IMPACTING HOUSING IN SPAIN’S LAW 12/2023, OF 24 MAY, ON THE
RIGHT TO HOUSING, IN THE LIGHT OF CONSTITUTIONAL JURISPRUDENCE

Abstract

The right to housing is one of those rights that has proven key to any social and democratic state governed by the rule of law.
Despite its political social and economic importance and its multi-level recognition (international, plus the many autonomous
community-level regulations, and, now, Spanish statewide ones, with Law 12/2023, of 24 May, on the right to housing), there
is no relationship with an effective policy of enforcing this right, enshrined in Article 47 of the Spanish Constitution. A number
of issues have arisen with regard to this first Spanish statewide law on the right to housing, with the question of powers on
the matter being of enormous interest. This work, based on the recognition of autonomous communities holding exclusive
powers over housing in Spain, studies the impact of certain cross-cutting powers for the Spanish State in said field, and how
they are reflected in the aforementioned legal text in the light of constitutional jurisprudence on the distribution of powers over
housing. Additionally, special attention should be paid to the shift in the use of housing to alternative markets, such as tourist
accommodation, which, even if not dealt with in the 2023 Law on housing, is closely linked to all of these issues raised by this
Spanish statewide legislation.

Keywords: right to housing; exclusive powers of autonomous communities; cross-cutting Spanish State powers; housing used
as tourist accommodation.
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